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La violencia en Ecuador 

La violencia en Ecuador es un fenómeno 
complejo que en la última década mues­
tra incremento y cambios significativos. 
Primero, aumentaron los distintos tipos 
de violencia, medidos por los indicadores 
clásicos. Segundo, apareció una diversi­
dad de expresiones de violencia y tam­
bién se visibilizaron otras. Tercero, las 
trasformaciones en determinadas econo­

mías ilegales condicionaron el surgimien­
to de nuevos actores de la delincuencia. 

El incremento de la violencia se expresa 
claramente al observar la evolución his­
tórica del fenómeno. Según el INEC, en 
1990 la tasa de homicidio en Ecuador fue 
de 10 por cada cien mil habitantes, cues­
tión que para 1996 creció en un 40%, y 
en 2005 este indicador alcanzó los 16 
homicidios por cada cien mil habitantes. 
Si bien la tasa no es la más alta de la 
región, su incremento es bastante preo­
cupante. Adicionalmente, de acuerdo con 
las estadísticas sobre denuncias de la 
Policía Judicial, la tasa de delitos contra 
la propiedad aumentó desde el año 1995 
de 320 denuncias por cada cien mil habi­
tantes a 471,5 en el año 1999, mostran­
do ligeros descensos en los siguientes 
años, hasta llegar 369,5 en el año 2004. 
Todo esto revela no el descenso del delito 
sino el descrédito de las instituciones 
que deben controlarlo. 
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En el caso de la violencia 
intrafamiliar se aprecia un 

incremento en la producción de 
estadísticas y estudios de caso 

sobre el tema. También se 
observa una preocupación 

institucional por enfrentar el 
problema, sobre todo a nivel 

local y, aún más, en el ámbito 
de la sociedad civil Que tiende a 

reivindicar el tema con fuerza. 

Las crecientes preocupaciones por la 
seguridad ciudadana han permitido con­
siderar fenómenos de violencia que antes 
no eran tomados en cuenta. En el caso 
de la violencia intrafamiliar se aprecia un 
incremento en la producción de estadís­
ticas y estudios de caso sobre el tema. 
También se observa una preocupación 
institucional por enfrentar el problema, 
sobre todo a nivel local y, aún más, en el 
ámbito de la sociedad civil que tiende a 
reivindicar el tema con fuerza. Como re­
sultado se tiene el diseño e implementa­
ción de políticas públicas dirigidas al for­
talecimiento de las Comisarías de la 
Mujer y la Familia. 

La expansión de las economías ilegales, 
la contracción del mercado laboral for­
mal, la retirada del Estado en materia de 
políticas sociales y las múltiples conexio­
nes económicas y culturales a nivel mun­
dial generadas por la globalización, con­
figuraron un escenario que facilitó el sur­
gimiento de actores e industrias delicti­
vas altamente estructuradas. Esto ha ge­
nerado la constitución de organizaciones 
criminales y la articulación de múltiples 

espacios y actividades delincuenciales a 
nivel nacional, regional e ·nternacional. 

En este sentido, Ecuador participa de la 
economía política del narcotráfico a nivel 
regional como un país de tránsito de dro­
gas ilegales, lo cual ha determinado que 
el acceso de las personas a la industria 
se restrinja a los eslabones más bajos de 
la cadena de producción. No obstante, la 
política antidroga del país ha seguido el 
modelo policial y carcelario diseñado por 
Estados Unidos para toda la región 
Andina. 

Las políticas públicas de 
seguridad ciudadana 

Las políticas públicas para enfrentar la 
inseguridad ciudadana en el país han 
sido casi exclusivamente de carácter 
represivo; es decir, la mayoría de las res­
puestas se han definido en función de los 
sistemas de policia, justicia y cárceles, 
donde el primero tiene preeminencia so­
bre los otros. Esta característica impide 
que el Estado y los gobiernos locales 
cuenten con mecanismos alternativos de 
gestión de la seguridad ciudadana. La 
mayoría de herramientas de política pú­
blica implementadas para enfrentar la 
inseguridad ciudadana se usan en tareas 
de control de la población. 

Debido a que no todas las personas acce­
den a la condición de ciudadanía plena, 
entendiendo por tal a la capacidad indi­
vidual y colectiva de participar en deci­
siones y procesos que definen los usos de 
la ciudad en el día a día de la gente, la 
seguridad ciudadana pasa de ser un 
derecho de todos / as a un privilegio de 
pocos/as. A ello debe sumarse el proceso 
de privatización de la seguridad que ha 
introducido el factor mercantil en la posi­
bilidad de acceso a la seguridad. Ade­
más, es muy preocupante que la expan­
sión del dispositivo de seguridad pública 
(policía, judicial y cáceles) ha colonizado 
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y reducido sustancialmente el espacio 
público de la ciudad y la inseguridad ciu­
dadana sigue en escalada. 

Esta política de seguridad pública repre­
siva e ineficiente responde a tres factores 
concretos. Uno, relacionado con la pers­
pectiva de seguridad manejada por las 
instituciones del Estado. Otro, determi­
nado por la pérdida de soberanía nacio­
nal en la gestión pública de la seguridad. 
y un tercer factor que incide en el accio­
nar del Estado es la demanda de seguri­
dad de amplios sectores ciudadanos que 
se han visto amenazados por la violencia. 

En este sentido, el concepto de seguridad 
ciudadana no ha logrado sustituir al tra­
dicional concepto de seguridad pública 
definido en función de la doctrina de 
seguridad nacional. Por eso, hasta ahora 
no ha sido viable realizar una reforma 
policial acorde con las necesidades de la 
ciudadanía, tampoco se ha podido inte­
grar al sistema judicial penal en una 
perspectiva más amplia de prevención de 
la delincuencia, y no se presenta ningu­
na salida a la profunda crisis penitencia­
ria que atraviesa el país. 

Adicionalmente, las políticas públicas de 
seguridad ciudadana dependen de agen­
das de política exterior ajenas a la reali­
dad del país. Por un lado, los "paquetes 
de ayuda" internacional en materia de 
seguridad que recibe Ecuador de otros 
países, principalmente de Estados Uni­
dos, se dirigen a los temas prioritarios de 
sus políticas de seguridad, como son el 
narcotráfico, terrorismo y coyoterismo; 
reduciendo al mínimo la capacidad de 
acción del Estado en la definición de pro­
blemas, metas y objetivos del sector se­
guridad pública y ciudadana. 

Esto se expresa en la asimetría existente 
entre los tipos de delitos existentes en el 
código penal, los delitos que se denuncian 
y los hechos que se persiguen y que ter­
minan con la sanción carcelaria. Por otro, 
la cooperación internacional canaliza 
recursos hacia la sociedad civil para pro­

...no se debe olvidar que existe 
una demanda real de seguridad 
por parte de la ciudadanía; 
en gran medida dicho interés se 
relaciona con la percepción de 
inseguridad que en los últimos 
años llega al 80% de los 
habitantes en las ciudades 
más grandes del país. 

yectos de seguridad sin ningún control de 
las autoridades y en muchos de los casos 
dichas intervenciones han agravado la 
situación en lugar de mejorarla. 

Finalmente, no se debe olvidar que exis­
te una demanda real de seguridad por 
parte de la ciudadanía; en gran medida 
dicho interés se relaciona con la percep­
ción de inseguridad que en los últimos 
años llega al 80% de los habitantes en las 
ciudades más grandes del país. En la 
configuración de este imaginario de mie­
do intervienen varios elementos entre los 
que se pueden citar: a una opinión públi­
ca atrapada por la crónica roja de los 
medios de comunicación, a las mismas 
instituciones del Estado que lideran ac­
ciones irresponsables donde se pretende 
convertir al ciudadano en un policia más 
y a las propias campañas electorales 
donde el terror termina convertido en 
programa de gobierno. 

Las alternativas y salidas a la 
inseguridad ciudadana 
La complejidad política y social en el que 
se inscribe el problema de la seguridad 
ciudadana en Ecuador no permite propo­
ner salidas simples ni inmediatas; sin 
embargo, las soluciones son más bien 
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...se debe considerar que la 
delincuencia se reducirá 

únicamente si se implementan 
políticas de carecer preventivo. 

Esto implica que es necesario 
trabajar directamente sobre la 

multiplicidad de economias 
ilegales que existen en el pais 

con estrategias que permitan 
reducir su capacidad de 

incorporar gente al delito. 

sencillas pero requieren de voluntad y 
legitimidad política. 

Primero, se deberia recuperar un mínimo 
de soberanía en lo que respecta al mane­
jo estatal del sector seguridad. Ello impli­
ca renegociar la participación del país en 
estrategias de carácter internacional 
como la política antidroga y del delito 
transnacional; asunto sobre el cual hasta 
ahora ningún candidato se ha pronun­
ciado. Habria que preguntar a los aspi­
rantes a la presidencia sí están dispues­
tos a impedir que las políticas de seguri­
dad ciudadana se definan fuera del país. 

Un segundo punto que se debe conside­
rar es la nLcesidad urgente de reformar 
institucionalmente el conjunto del sector 
seguridad (policia, justicia y cárcel). La 
denominada reforma policial no puede 
interpretarse como un proyecto de mo­
dernización de la institución, sino como 
un proceso de democratización y desmili­
tarización; es decir, la policía debe some­
terse al control y fiscalización de la socie­
dad civil (transparencia y rendición de 
cuentas), lo cual también implica una 
reorganización de la burocracia guberna­

mental responsable de la seguridad (efi­
ciencia y modernización); ya que el 
Ministerio de Gobierno ha demostrado 
ser ineficaz e inoperante frente a la vio­
lencia y la delincuencia. La desmilitariza­
ción implica la supresión de estructuras 
de organización basadas en jerarquías 
castrenses; en otras palabras, la policía 
no necesita un Comando Conjunto para 
funcionar; la distribución de la infraes­
tructura bajo otros criterios, la conver­
sión en una policia de justicia. 

Tercero, el Congreso Nacional debe refor­
mar el sistema de justicia penal de tal 
manera que el uso de la cárcel sea redu­
cido al mínimo. El debate tiene que plan­
tearse en torno a la despenalización de 
algunos delitos y la búsqueda de sancio­
nes alternativas a la prisión. También es 
necesario reorganizar la Dirección Nacio­
nal de Rehabilitación Social, no es posible 
que bajo la actual legislación el Ministerio 
Público esté encargado de perseguir el 
delito y de rehabilitar al delincuente. Hay 
que discutir en el Congreso el presupues­
to de la seguridad ciudadana. 

Finalmente, se debe considerar que la 
delincuencia se reducirá únicamente si 
se implementan políticas de carecer pre­
ventivo. Esto implica que es necesario 
trabajar directamente sobre la multiplici­
dad de economías ilegales que existen en 
el país con estrategias que permitan 
reducir su capacidad de incorporar gente 
al delito. Además, se debe impulsar pro­
yecto de reinserción laboral de las perso­
nas que trabajan en mercados ilegales o 
han pasado por el sistema de cárceles. 

Pero más importante aún es considerar 
que, si el objetivo es mejorar la seguridad 
ciudadana; entonces se debe tomar en 
serio el concepto de desarrollo preventivo 
de la violencia, el cual puede entenderse 
como una política de seguridad ciudada­
na definida en función de los obstáculos 
y las necesidades concretas que tiene el 
conjunto de la población para acceder al 
estatus de ciudadano con pleno derecho. 


